En la ciudad de Río Gallegos, capital de la Provincia de Santa Cruz, a los 21 días del mes de Noviembre de dos mil doce, se reúne el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, integrado con los Sres. Vocales Dres. Daniel Mauricio Mariani, Enrique Osvaldo Peretti, Alicia de los Ángeles Mercau y Paula Ernestina Ludueña Campos, bajo la presidencia de la Dra. Clara Salazar para dictar sentencia en los autos: “QUINTEROS ALICE C/TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PROVINCIA DE SANTA CRUZ S/DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA”, Expte. Nº Q-586/06-TSJ. Se fija el siguiente orden de consideración: 1º) Dra. Alicia de los Ángeles Mercau, 2º) Dr. Enrique Osvaldo Peretti, 3º) Dr. Daniel Mauricio Mariani, 4º) Dra. Paula Ernestina Ludueña Campos, y 5°) Dra. Clara Salazar; y las siguientes cuestiones a tratar: PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la demanda contencioso administrativa?; SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.-
A la primera cuestión la Dra. Mercau dijo:
I.- Que a fs. 19/21vta., la Sra. Alice Quinteros con el patrocinio letrado de las Dras. Marcela Castro Dassen y Maria Cristina Riera, interpone demanda contencioso administrativa contra el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, solicitando se decrete la inconstitucionalidad del art. 1º del Decreto Provincial Nº 1922 y en su mérito se revoque la resolución 162 del 2 de noviembre de 2005, haciéndose lugar al reconocimiento de las asignaciones familiares y escolaridad desde la fecha en que fuera realizado su reclamo, el 3 de octubre de 2005.-
Relata que se desempeña en el Tribunal de Cuentas desde el año 1993, revistiendo actualmente el cargo de Auditora Jefe. Que está casada con Miguel García, de cuya unión nacieron sus hijas “A” (el 20 de agosto de 1997), “C” (el 6 de agosto de 1999) y “P” (el 4 de marzo de 2001).- Y, que su cónyuge trabaja en la empresa Skanska donde percibe un salario superior al límite impuesto por el art. 3º de la Ley Nacional Nº 24.714 por lo que no percibe las asignaciones familiares que le corresponderían por sus hijas menores.-
Manifiesta que por este motivo peticionó ante su empleador el pago de las mismas, adjuntando la documentación exigida para tal fin. Efectuó esta solicitud en marzo del 2000 y a raíz de ello se inició el expediente administrativo nº 809966/2000. Posteriormente, en octubre del 2005 realizó un nuevo reclamo.-
Indica que las asignaciones pretendidas, le fueron negadas por imperio de los arts. 8º y 16º último párrafo del Decreto Nº 1599 bis modificado por el Decreto Provincial Nº 1922.-
Considera que tal rechazo es contrario a las normas vigentes, dado que la Ley Provincial Nº 1863 dispone que el personal dependiente del sector público gozará de las asignaciones familiares de conformidad a lo establecido en ella y en el Decreto Reglamentario Nº 1599 bis.-
Afirma que el art. 8º del Decreto citado, fue modificado por el Decreto Nº 1922, el cual con la modificación que introdujo al art. 16º del Decreto Nº 1599 bis, limitó la posibilidad de la madre para percibir las asignaciones familiares cuando el padre no las puede cobrar por aplicación del art. 3º de la Ley Nº 24.714, es decir por tener un salario que supere el límite impuesto en esta última.-
Aduce que hasta la oportunidad en que se dictó el decreto que ahora impugna se encontraba en condiciones legales de percibir las asignaciones familiares las que no le fueron abonadas por carecer de un criterio unificado al respecto. Agrega que las modificaciones han implicado una violación a los derechos de igualdad y de propiedad consagrados por los arts. 16º y 17º de la Constitución Nacional, y que contradicen la propia Ley Nº 24.714 en la cual se lo fundamentó.-
En este sentido, señala que el art. 20º de esta última establece que las asignaciones familiares podrán ser solicitadas por el progenitor al que su percepción le resulta más beneficiosa en razón del monto. Por lo cual sostiene que la norma provincial la está privando de un derecho que le reconoce una ley nacional y de allí deriva su inconstitucionalidad.-
Sostiene que el art. 14º bis de la Constitución Nacional establece los beneficios de la seguridad social, la protección integral de la familia, la defensa del bien de familia y la compensación económica familiar.-
Añade que las asignaciones familiares se pagan como una prestación de seguridad social que cubre las contingencias de las cargas de familia y cuyo fin primordial es la igualdad de todos los trabajadores a través de la equiparación en la percepción de las mismas.-
Refiere que las modificaciones introducidas por el Decreto Provincial Nº 1922 van en contra de lo previsto en el artículo citado precedentemente alterando una garantía constitucional, hasta el punto de suprimirla totalmente para la peticionante, como asimismo que infringe el art. 28º de la Constitución Nacional al modificar la propia ley que reglamenta.-
Continúa diciendo que nuestra ley fundamental no ha distinguido que las asignaciones familiares deban guardar relación con el monto de los ingresos que perciba el beneficiario. Tienen por objetivo reforzar el salario para hacer frente a los mayores gastos que nacen como consecuencia de un nuevo integrante en la familia, de un matrimonio o de la obligatoriedad de enviar un menor al colegio.-
Argumenta que no puede pretender el Estado Provincial que el mejor salario que percibe su cónyuge pueda suplantar tales asignaciones, ya que ese mejor salario le exige otra dedicación, jerarquización y mayor responsabilidad.-
Finalmente alega, como consecuencia de la norma atacada se deja de cumplir con la finalidad a la que estaban dirigidas las asignaciones familiares, se altera el principio de igual remuneración por igual tarea y el derecho de propiedad, razón por la cual peticiona se declare la inconstitucionalidad de los arts. 8º y 16º “in fine” del Decreto Provincial Nº 1599 bis modificado por el Decreto Provincial Nº 1922 y en su mérito se revoque la resolución 162/05 del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz.-Ofrece prueba y funda en derecho.-
II.- Que, se corre el pertinente traslado a fs. 47 y el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz contesta demanda a fs. 51/54, solicitando su rechazo con expresa imposición de costas.-
Refiere que en el año 2000 se dictó el Decreto Nº 1922 que modificó el art. 8º del Decreto Nº 1599 bis/89 el cual dispone que la cónyuge podrá cobrar las asignaciones familiares en caso que no le corresponda cobrarlas al padre por ser trabajador autónomo o se encuentre desocupado. Agrega que sólo en esos dos supuestos podrá la esposa percibir el beneficio dado el carácter taxativo de la norma. A su vez el art. 16º del citado decreto excluye del cobro al padre que se encuentre en la situación prevista por el art. 3º de la Ley Nacional Nº 24.714, esto es cuando su salario supere el límite impuesto por dicha norma.-
Destaca que es inválido el argumento esgrimido por la actora en base que el art. 20º de la Ley Nacional Nº 24.714 la autoriza a percibir las asignaciones familiares pues ella es sólo aplicable a los dependientes de la Administración Pública Nacional y al Sector Privado, mientras que quienes dependen de la Administración Pública Provincial se rigen por la Ley Nº 1863 y sus decretos reglamentarios.-
Prosigue su descargo, afirmando que la Ley Nº 1863 que dispone en su art. 1º que el personal dependiente del sector público provincial gozará de las asignaciones familiares con sujeción a los requisitos, condiciones y modalidades que se establecen en la presente ley y su reglamentación, no indica cuál de los cónyuges tiene derecho a la percepción o si es indistinto. Tal previsión está contenida en el art. 8º del Decreto Reglamentario, por remisión del art. 1º de la ley, antes citada, el cual, con la modificación introducida por el Decreto Nº 1922/00 solo admite que la madre las cobre cuando el padre sea trabajador autónomo o desocupado.-
Asimismo sostiene la constitucionalidad de la norma atacada porque la misma fue dictada dentro de las facultades que el art. 119º de la Constitución de la Provincia concede al Gobernador y que el Ejecutivo Provincial, al dictar el Decreto Nº 1922/00 solo ha cumplido con el deber de reglamentar las leyes para su ejecución sin alterar su espíritu.- Funda su derecho.-
III.- Que, a fs. 56 y previa vista dictamina el Sr. Agente Fiscal ante este Tribunal, sosteniendo que es formalmente admisible la demanda, pudiéndose avocar este Alto Cuerpo al conocimiento de la misma.-
Que a fs. 58 se solicita la apertura a prueba; que se hace efectiva a fs. 61. Certificándose a fs. 76 sobre la prueba producida, poniéndose los autos para alegar; obrando alegato de la parte actora a fs. 81/82, mientras que la demandada no lo hubo presentado (confr. fs. 80). A fs. 85 se llaman autos para sentencia, pasándoselos a estudio a fs. 86.-
IV.- Que, conforme ha quedado trabada la presente litis, corresponde analizar como objeto de la acción contencioso administrativa deducida la constitucionalidad de los arts. 1º y 2º del Decreto Provincial Nº 1922/00 que modificaron los arts. 8º y 16º del Decreto Nº 1599 bis/89.-
Las actuaciones administrativas que motivan la presente causa culminaron con el dictado por parte del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz de la Resolución 162-TC-05 del 26 de octubre del 2005, mediante la cual se rechazó el reclamo efectuado por la aquí actora para que se le paguen las asignaciones familiares estipuladas en la Ley Provincial Nº 1863 por imperio del Decreto Reglamentario Nº 1922/00 (confr. fs. 17/18).-
Como consecuencia de ello, la Sra. Alice Quinteros inicia estas actuaciones a fin de que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 1º y 2º del mencionado Decreto Provincial Nº 1922, y así poder cobrar las asignaciones familiares por sus tres hijas menores de edad -”A”, “C” y “P”- desde que tales asignaciones fueron peticionadas. Todo ello, habida cuenta que su esposo no las percibe porque tiene una remuneración superior a la prevista en el art. 3º de la Ley Nacional Nº 24.714.-
Del examen y valoración de las pruebas aportadas, se desprende que el relato de los hechos realizado por la actora a fs. 19/21 es cierto (confr. documentación de fs. 3/18 e informe de la empresa Skanska de fs. 73) lo que se encuentra ratificado por la actitud procesal de la demandada que no desconoció la instrumental citada ni ofreció pruebas para desvirtuarla.-
V.- La Ley Nacional Nº 24.714, promulgada en el año 1996, dispone en su art. 3º la exclusión del derecho a la percepción de asignaciones familiares -con excepción de las que correspondan por maternidad y por hijos con discapacidad- para aquellos trabajadores cuya remuneración supere el tope que en ella se establece y según la zona de prestación de servicios.-
En la Provincia de Santa Cruz la legislación que rige la materia es la Ley Nº 1863 y su Decreto Reglamentario Nº 1599 bis/89, el que fue modificado por Decreto Nº 1922/00 específicamente para atender a la situación de las agentes provinciales cuyos esposos estén excluidos de la percepción de los salarios familiares por aplicación del art. 3º de la Ley Nacional Nº 24.714. El Decreto Nº 1922/00 modificó el art. 8º del Decreto Nº 1599 bis/89 indicando en la parte pertinente que “...No tendrá derecho a la percepción de asignaciones familiares la agente cuyo cónyuge o unido de hecho se encuentre comprendido en el art. 3º de la Ley Nº 24.714. Las prestaciones o reclamos efectuados desde la vigencia de la ley 24.714 se regirán por lo dispuesto en el presente...”, e incorporó como último párrafo del art. 16º el siguiente texto: “...No será contemplada la situación en que el padre no tenga derecho a percibir las mencionadas asignaciones por aplicación de las normas nacionales vigentes en la materia (art. 3º de la Ley Nacional nº 24.714)...”.-
VI.- Desde el punto de vista formal, la norma atacada no merece reparo, pues fue dictada conforme las facultades que el art. 119 de la Constitución de la Provincia le confiere al Poder Ejecutivo. Así el inciso 2) del citado artículo dispone que son atribuciones del Gobernador “...Participar en la formación de las leyes con arreglo a esta Constitución, promulgarlas y expedir decretos o reglamentos para su ejecución, sin alterar su espíritu...”.-
Además, el principio jurídico vigente es la presunción de constitucionalidad de los actos de gobierno, entre los que se encuentra el decreto impugnado, de lo cual se deriva que es carga de quien alega su inconstitucionalidad, acreditarla.-
En tal sentido, como se advertirá del análisis a realizar, no se han afectado los derechos constitucionales que invoca.-
Para comenzar, corresponde en este acápite, aclarar que las asignaciones familiares -o el pago por tal concepto- tuvo origen nacional en los fondos compensadores creados por Convenciones Colectivas de Trabajo -para el sector empresarial- en el año 1957. Más tarde, por decreto-ley, se ampliaron para el personal del Estado. El fin de la creación de tales fondos fue hacer frente a le emergencia económica de ese momento, y los beneficios estaban dirigidos a adecuar los salarios de quienes ganaban menos en relación con el costo de vida y con sus cargas de familia.-
En el año 1969 se dictó la Ley 18.017, por medio de la cual se amplió su aplicación a quienes tuvieran cargas familiares sin importar el monto de su salario; facultándose al Poder Ejecutivo Nacional a establecer coeficientes regionales conforme la situación económica de las diversas zonas del País. Luego se extendió la aplicación de tales asignaciones a los jubilados y pensionados; sancionándose posteriormente en el año 1996 la Ley 24.714, en la cual el Congreso Nacional por razones económicas retomó el sistema original, relacionando el otorgamiento del pago de las asignaciones familiares con el sueldo o remuneración percibida por los trabajadores, otorgando montos mayores a quienes ganaban menos y excluyendo del cobro de algunas de ellas a quienes percibían salarios que superan determinado monto.-
Precisamente, respecto a la Ley Nº 24.714, su constitucionalidad ha sido sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Adamini Juan C. c. P.E.N.” del 14 de septiembre del 2000 (publicado en JA 2001-I, 768). Allí sostuvo nuestro máximo Tribunal -doctrina que se comparte-: “…Cabe admitir entonces, que la emergencia económica del sistema fue el presupuesto que determinó la sanción de la ley y que tal situación, junto a la búsqueda de una mejor redistribución de los recursos del subsistema, a fin de beneficiar a los trabajadores que están en situación económica menos favorable, constituyó el justificativo que se dio a tal normativa para convalidar sus disposiciones…” (del dictamen del Procurador General que la Corte hace suyo). En otro de los párrafos, se refiere a la decisión que motivó la sanción de la ley: “…si los factores económicos adversos le demostraron que era la mejor salida para salvar la continuidad del régimen, la facultad de modificar, para adecuarlo a la realidad del momento un régimen que, en etapas anteriores, y ante circunstancias distintas se consideró razonable poner en vigencia...”, “...y no parece lógico entender que tal voluntad pudo tener en mira garantizar la irrevocabilidad o negar la minoración de los niveles de las prestaciones reconocidas en un momento dado, aún cuando tales niveles conduzcan a que el régimen, en definitiva, no pudiera otorgar beneficio alguno...”. La Corte Suprema, entonces, ha sido categórica respecto de la constitucionalidad de la Ley Nº 24.714.-
En cuanto a las modificaciones introducidas mediante el Decreto Nº 1922, el fundamento principal fue la adecuación de las normas provinciales sobre asignaciones familiares a la nueva situación creada a raíz del dictado de la Ley Nacional Nº 24.714. Ello surge de sus considerandos, donde se expresa “...Que por Ley Nacional 24.714 se instituyó el nuevo régimen de Asignaciones Familiares, quedando excluidos de las presentaciones de la Ley los trabajadores comprendidos en el articulo 3º, por lo que resulta necesario preveer en los dispositivos provinciales las nuevas situaciones generadas. Que con la finalidad de resguardar la igualdad y equidad de los agentes públicos ante la Ley, deben contemplarse tales situaciones desde el momento en que se han generado. Que nada obsta a lo expresado anteriormente ya que nos encontramos frente a normas de orden público que deben ser objeto de un régimen aclaratorio que contemple las situaciones planteadas desde la vigencia de la Ley Nº 24.714. Que en virtud de lo expresado, se hace necesario modificar los arts. 8º y 16º del Decreto Nº 1599/89 Bis, contemplando los efectos de la Ley Nacional en el ámbito del sector público provincial...”.-
Es decir que su finalidad fue atender las situaciones que pudieran generarse por parte de las agentes provinciales cuyos cónyuges (o unidos de hecho) se encuentren comprendidos en el art. 3º de la ya citada Ley 24.714.-
Resulta de importancia destacar que la potestad de dictar reglamentos de ejecución por parte del Poder Ejecutivo, halla su límite en “…el respeto por el espíritu de la ley, esto es, su letra y su sentido. El Congreso o el juez deben controlar … si el poder ejecutivo cumplió con el precepto constitucional de respetar el sentido de la ley sancionada por el Congreso...” (confr. Balbín Carlos F., Curso de Derecho Administrativo, Tº I, Ed. La Ley, Bs. As., pág. 305).-
Desde esta perspectiva, queda diluida la posibilidad de este Tribunal para declarar la inconstitucionalidad del Decreto Provincial Nº 1922, en la medida que éste solo se limitó a modificar una norma anterior dictada por el mismo Poder Ejecutivo Provincial (el Decreto 1599 bis/89) a fin de adaptar la reglamentación a la nueva situación creada por la ya citada Ley Nacional Nº 24.714, la que fue convalidada constitucionalmente por nuestro máximo Tribunal. Todo ello dentro de las atribuciones que al Ejecutivo Provincial le confiere el art. 119 inc. 2) de la Constitución de la Provincia de Santa Cruz.- 
Con lo cual, en el marco de facultades reglamentarias, destacando lo ya expresado sobre el origen y finalidad de las asignaciones familiares, el ejecutivo provincial modifica el Decreto Nº 1599 bis/89 reglamentario de la Ley Provincial Nº 1863 especificando la situación generada a partir de lo normado por el art. 3º de la Ley Nacional 24.714.-
VII.- Cabe resaltar, además, que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional, ya que las leyes dictadas por el Congreso gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha distribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnación de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable puede ser desechada. Asimismo es el interesado quien debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen. La sola invocación de ser la norma objetada violatoria de la Constitución Nacional, resulta insuficiente para obtener la declaración de inconstitucional que se pretende, siendo menester invocar y demostrar en el caso concreto el perjuicio que ella apareja (confr. C. Fed. Seguridad Social, Sala 1ª, 31/10/2000, autos “Sali, Roberto v. Estado Nacional” Lexis Nº 70012025).-
No corresponde a los jueces sustituir al Parlamento, dado que el control de constitucionalidad no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones, sino que debe limitarse al examen de la compatibilidad que las normas impugnadas observen con las disposiciones de la Ley Fundamental, consideradas éstas como un conjunto armónico, un todo coherente dentro del cual cada parte ha de interpretarse a la luz de todas las demás, evitando que la inteligencia de alguna de ellas altere el equilibrio del conjunto (confr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 09/02/1989, V., I v. A de c., M.A., LL 16/8/1989, Fallos 312:122).-
El papel que en la elaboración del derecho incumbe a los jueces no incluye, obviamente, la facultad de instituir la ley misma, siendo entonces la misión más delicada de la justicia la de saberse mantener dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a otros poderes (confr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 01/12/1988, Sánchez, Abelenda R. c/Ediciones de La Urraca, S.A. y otro, LA LEY 1989-B, 551). Esto es especialmente así cuando el Congreso de la Nación ejerce su elevada facultad de lograr la coordinación necesaria entre los distintos intereses, de modo que prevalezca el de la comunidad toda (confr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 0/09/1986, Rolón Zappa, Víctor F. s/Jubilación, LA LEY t, 1986-E, 151). Frente a las situaciones en la que se confronta la constitucionalidad de un acto emanado de los otros poderes del Estado, debe tenerse presente que, como principio de la interpretación de la norma y su aplicación al caso, debe ser favorable a su validez, siempre que tal interpretación o aplicación no resulte manifiestamente contraria a la constitución. Ello es así, ya que cabe tener presente que, en principio, el legislador, de quien no es dable presumir la imprevisión o inconsecuencia, reservó para sí el control y el resguardo del interés público comprometido en la instrumentación de determinadas políticas de emergencias, y no incumbe a los jueces en el ejercicio regular de sus atribuciones, sustituirse a los otros poderes del Estado en las funciones que le son propias (confr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 02/12/1993, Cocchia, Jorge D. c.Estado Nacional y otro, Sup. Emergencia Económica y Teoría del Derecho 2003 (agosto), 181 - la Ley 1994-B, 643).-
En la continuación del análisis cabe señalar que la Corte Suprema de Justicia ha dicho reiteradamente que no existen derechos absolutos en la Constitución Nacional y que todo derecho debe ser compatibilizado con los demás derechos enunciados en la misma, con los derechos de la comunidad y con los deberes que ella establece (confr. CSJN, Fallos: 304:319 y 1293; 312:318; 311:1439; 254:58 y 253:134).-
No obstante lo expuesto, es necesario ponderar que no se desvirtúen o limiten totalmente los derechos consagrados por la Carta Magna, para lo que se debe distinguir si ha existido un ejercicio legítimo, y para ello se debe acudir al “principio de razonabilidad”. La razonabilidad es un estándar valorativo que permite escoger una entre varias alternativas más o menos restrictivas de los derechos, en tanto ella tenga una relación proporcional entre el fin de salud, bienestar o progreso perseguido por la norma cuya constitucionalidad se discute, y la restricción que ella impone a determinados derechos. En una palabra, una norma reglamentaria es razonable cuando guarda adecuada proporción entre el objetivo buscado y el medio -intensidad de la restricción- empleado (confr. Juan Francisco Linares, “Razonabilidad de las leyes. El debido proceso como garantía innominada en la Constitución Argentina”, Ed. Astrea, ed. 1970, págs. 23/31).-
Así, y en el tema que nos ocupa, en el fallo “Adamini” citado, dijo el Sr. Procurador General: “…la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico (Fallos: 290:26; 307:531; 312:72; 314:424) y sólo estimada viable si su irrazonabilidad es evidente, cuanto que el control que al respecto compete en último término a la Corte Suprema no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador (Fallos 308:1631)...”.-
Entonces la labor judicial consiste en precisar si la norma en crisis ha traspasado o no esa valla de razonabilidad que fuera referenciada; tarea que debe realizarse con particular cuidado a los fines de no vulnerar el principio republicano de la división de poderes.-
De allí que no cabe al Poder Judicial decidir o revisar la conveniencia o el acierto del criterio adoptado por el poder político, en el ámbito exclusivo de sus atribuciones, para dictar el decreto impugnado.-
VIII.- El régimen de asignaciones familiares está destinado a cubrir contingencias sociales, en un momento dado, y ante la falta de recursos para su eficaz desenvolvimiento, los demás Poderes del Estado pueden replantear el sistema vigente hasta ese momento, y establecer otro en que se otorgue prioridad de cobertura de unos riesgos respecto de otros o, como en este caso, fijar un máximo de remuneración para tener derecho al cobro, en cuanto está facultado para restringir el ejercicio de los derechos establecidos por la Constitución Nacional a fin de preservar otros bienes también ponderados por ella, dado que la Carta Magna no consagra derechos absolutos sino que éstos se ejercen conforme a las leyes que los reglamentan, en tanto no se los altere sustancialmente (confr. arts. 14 y 28 de la Constitución Nacional). Así pues, se justifica la restricción de los derechos y garantías constitucionales en ejercicio del poder de policía en miras a la protección del interés general (confr. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala A, 15/12/1997, Zajac, Gloria M. c.Microómnibus Ciudad de Buenos Aires Línea 59, DJ 1999-1, 830).-
Partiendo entonces de la constitucionalidad del art. 3º de la Ley Nº 24.714 declarada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (in re “Adamini”), norma que ha tenido como fin focalizar los gastos sociales en los que reciben menor ingreso para superar una situación de escasez de recursos económicos, no aparece, al entender de este Tribunal como irrazonable la norma reglamentaria atacada. Máxime si se tiene en cuenta que las normas cuestionadas no importan la anulación absoluta del derecho a percibir asignaciones familiares toda vez que otorgan para todos los trabajadores los beneficios por maternidad y por hijos con discapacidades.-
Cabe agregar, que tampoco aparece como vulnerado el derecho de propiedad, como lo expresara la propia Corte Suprema en el Fallo “Adamini” citado.-
No hay, tampoco, violación a la garantía de igualdad prevista en el art. 16 de la Constitución Nacional, no obstante que la disposición pueda excluir a algunos del beneficio, en la medida que ello no resulta irrazonable si se atiende a la doctrina sentada al respecto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto ha declarado que el legislador puede contemplar en forma distinta situaciones que considere diferentes, en tanto la discriminación no sea arbitraria ni implique un propósito de hostilidad o indebido privilegio; ya que la garantía de la igualdad no exige la uniformidad de la legislación que se dicte, mientras las distinciones que se puedan establecer no traduzcan propósitos persecutorios o de hostilidad hacia personas o grupos de personas (confr. CSJN, Fallos, 298:286; 300:1084, entre otros, ídem TSJ Santa Cruz, autos: “A.E.N. s/INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN”, sentencia del 7 de Julio de 2005, del Voto en disidencia: Dr. Peretti, adhesión: Dr. Mariani).-
Finalmente, y como ya se señalara, debe reiterarse que la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico (confr. CSJN, Fallos 290:26; 307:531; 312:72) y sólo estimada viable si su irrazonabilidad es evidente, mientras que el control que al respecto compete en último término al Poder Judicial no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador (confr. CSJN, Fallos 308:1631, 320:2599, entre otros), siendo además en el caso para el dictado de la norma cuestionada, una razonable proporción entre la restricción de los derechos y el objetivo buscado de proteger el interés general a fin de garantizar el mantenimiento y operatividad del sistema de asignaciones familiares, por lo que debe rechazarse la tacha de inconstitucionalidad pretendida en esta causa.-
En razón de todo lo expuesto, a la primera cuestión voto en forma negativa.-
Los Dres. Enrique Osvaldo Peretti, Paula Ernestina Ludueña Campos, Daniel Mauricio Mariani y Clara Salazar, por compartir sus fundamentos adhieren al voto efectuado por la Dra. Mercau.- 
A la segunda cuestión la Dra. Mercau dijo:
Atento a la forma en que me he pronunciado respecto de la Primera Cuestión, propongo se dicte sentencia rechazando la demanda incoada por la Sra. Alice Quinteros contra el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz, imponiéndose las costas en el orden causado de conformidad a lo establecido en el art. 90 del C.P.C.A. y regulando los honorarios de las Dras. Marcela Castro Dassen y María Cristina Riera, por sus actuaciones en el carácter de patrocinantes de la actora quien resultara perdidosa en el pleito, teniendo en cuenta para ello la naturaleza de las presentes actuaciones, la labor desarrollada y las etapas cumplidas, en la suma de pesos nueve mil ($ 9.000.-), con más -si correspondiere- el porcentual que estipula el IVA, en forma conjunta y en proporción de ley, con la debida comunicación a la Subsecretaría de Recursos Tributarios de la Provincia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 50° de la Ley N° 1538.-
Los Dres. Enrique Osvaldo Peretti, Paula Ernestina Ludueña Campos, Daniel Mauricio Mariani y Clara Salazar; adhieren al pronunciamiento propuesto por la Dra. Mercau.-
En virtud de lo cual se dicta la siguiente sentencia:
Río Gallegos, 21 de Noviembre de 2012.- 
VISTO Y CONSIDERANDO:
Por los fundamentos del Acuerdo que antecede y el voto unánime de los Sres. Vocales, Daniel Mauricio Mariani, Enrique Osvaldo Peretti, Alicia de los Ángeles Mercau, Paula Ernestina Ludueña Campos y de la Srta. Presidente, Dra. Clara Salazar; y oído que fue el Sr. Agente Fiscal, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia; 
FALLA:
1º) Rechazando la demanda contencioso administrativa interpuesta por la Sra. Alice Quinteros contra el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Cruz.-
2º) Imponiendo las costas en el orden causado.-
3°) Regulando los honorarios en forma conjunta y en proporción de ley de las Dras. Marcela Castro Dassen y María Cristina Riera, por sus actuaciones en el carácter de patrocinantes de la actora en la suma de pesos nueve mil ($ 9.000.-), con más -si correspondiere- el porcentual que estipula el IVA, con comunicación a la Subsecretaría de Recursos Tributarios de la Provincia.-
4º) Regístrese. Notifíquese. Oportunamente devuélvanse las actuaciones administrativas mediante oficio y archívese la presente causa.-
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